ACCIÓN DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA

RADICADO: 66001 22 04 003 2018 00113
ACCIONANTE: ÓSCAR EDUARDO URIBE LÓPEZ  
ACCIONADO: J1PCTO. Y OTRO
ASUNTO: IMPROCEDENTE

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:
Sentencia  – 1ª instancia – 15 de junio de 2018

Proceso:    
Acción de Tutela – Improcedente  

Radicación Nro. :

 66001 22 04 003 2018 00113
Accionante: 

 ÓSCAR EDUARDO URIBE LÓPEZ  
Accionado:
 JUZGADO 3º EJPM y OTRO
Magistrado Ponente: 
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Temas: 

         DEBIDO PROCESO / DERECHO A LA IGUALDAD / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / DECISIÓN DEL JUEZ ORDINARIO NO ESTÁ EN FIRME / EXISTENCIA DE OTRO MEDIO DE DEFENSA / PERJUICIO IRREMEDIABLE NO SE ADVIERTE / IMPROCEDENTE / En el sub examine, se advierte que el señor Óscar Eduardo Uribe López acudió al juez constitucional con el fin de que se amparen sus derechos fundamentales al debido proceso, igualdad y libertad, los que considera vulnerados ante la negativa por parte del Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad a concederle el beneficio de la libertad condicional, del cual se encuentran gozando otros compañeros de la causa por la cual fueron condenados por el delito de concierto para delinquir agravado con fines de tráfico de estupefacientes 

(…)

Ahora bien, con respecto a los escritos que tienen como referencia “recurso de apelación” con fechas del 31 de enero y 5 de febrero de 2018, allegados por el accionante (Fls. 3 y 4), el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad afirmó que por parte del Centro de Servicios Judiciales se estaban adelantando las diligencias relacionadas con el trámite de tal recurso, lo que significa que la decisión del 29 de enero de 2018 antes aludida, no se encuentra en firme.

4.5.4. Significa lo anterior, que el asunto puesto en conocimiento por el señor Uribe López se encuentra en curso, por lo que cualquier solicitud de protección de garantías fundamentales debe hacerse exclusivamente en la fase de ejecución de penas y no en otro escenario, porque de lo contrario todas las decisiones o actuaciones provisionales que allí se tomen estarían siempre sometidas a la eventual revisión de un juez ajeno a ella, como si se tratara de una instancia superior adicional a las previstas para el normal desenvolvimiento de los procesos judiciales.  

(…)

Por lo tanto se concluye, que el actor tiene a su disposición otro medio de defensa idóneo para hacer valer sus garantías constitucionales que impide la intervención del juez de tutela, por lo que la tutela invocada se torna improcedente, en los términos previstos por el  numeral 1° del artículo 6°, del Decreto 2591 de 1991.  Además, en este asunto en particular no se advierte que el accionante se encuentre frente a un daño grave e irreparable de sus derechos fundamentales del accionante como para que proceda el amparo de manera transitoria, toda vez que de los elementos materiales probatorios obrantes en la foliatura, no se puede deducir alguna de las características de un perjuicio de irremediable que según la jurisprudencia de la Corte Constitucional son esencialmente cuatro, a saber: “(i) la inminencia del daño, (i) la gravedad del mismo, (iii) la urgencia de las medidas de protección y (iv) la impostergabilidad de la intervención del juez.” 
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1. ASUNTO A DECIDIR
 


Se procede a resolver lo concerniente a la acción de tutela interpuesta por el señor ÓSCAR EDUARDO URIBE LÓPEZ en contra del Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad  de Pereira por considerar vulnerados los derechos fundamentales al debido proceso, igualdad y libertad.
2. ANTECEDENTES
 
2.1. Narró el señor Óscar Eduardo Uribe López que el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de esta capital le ha negado en varias ocasiones la libertad condicional con fundamento en la gravedad de la conducta de concierto para delinquir por la cual fue condenado a 48 meses de prisión por el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado, pese a que considera que cumple con los requisitos para acceder a dicho beneficio y más cuando sus compañeros de causa vienen disfrutando del mismo, lo que consideró una discriminación y  vulneración a sus derechos fundamentales al debido proceso, igualdad y libertad.

2.2. Mediante auto del 1º de junio de 2018 se avocó el conocimiento de la presente acción constitucional, se ordenó correr traslado de la misma al Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad y se vinculó al Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado, ambos de esta ciudad (Fl. 9).

3. RESPUESTA A LA ACCIÓN DE TUTELA
        

3.1.  JUZGADO 1º PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE PEREIRA

Informó que ese despacho tramitó el proceso radicado bajo el No.050016000000201600071 en contra del señor Óscar Eduardo Uribe López y otros, por el delito de concierto para delinquir agravado con fines de tráfico de estupefacientes, en donde se profirió fallo condenatorio el 30 de agosto de 2016,   imponiéndose una pena principal de 4 años de prisión, sin derecho al reconocimiento de subrogado penal alguno, decisión que se encuentra ejecutoriada.

Manifestó que de acuerdo a los soportes documentales que acompañan la demanda de tutela, se observa un escrito mediante el cual el accionante interpuso recurso de apelación en contra del auto interlocutorio No.188 del 29 de enero de 2018 emitido por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad; sin embargo, en el expediente de ese despacho  no obra el recurso mencionado, toda vez que la última actuación que allí reposa es la decisión del 28 de mayo de 2018 respecto del recurso de apelación interpuesto por el señor Javier Alonso Salinas, también condenado por la misma causa, en contra del auto interlocutorio del 20 de abril del año en curso proferido por el J3EPMS.

Consideró que al no haberse allegado el recurso interpuesto por el señor Uribe López, no se genera vulneración alguna a los derechos fundamentales del mismo y en tal sentido, la acción de tutela no puede prosperar en contra de ese estrado judicial;  por lo tanto, solicitó que se negara el amparo (Fl.13).

3.2.  JUZGADO 3º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA

Informó que ese despacho vigila la pena de 48 meses de prisión, impuesta al accionante por el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado el 31 de agosto de 2016, por haberlo hallado responsable por el delito de concierto para delinquir agravado con fines de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, negándosele la suspensión condicional de la ejecución de la pena y la prisión domiciliaria.

Señaló que el 29 de enero de 2018 mediante auto No.188 negó al actor la libertad condicional por considerar que la conducta es grave, requisito establecido en el artículo 64 del código penal, igual al criterio manejado por el juzgado fallador lo que no cambia para nada porque esta clase de comportamientos delictivos son los que a diario generan mayor alarma social y que ocupan la atención no solo de los estrados judiciales, sino de los noticieros y que fue precisamente los que obligó nuevamente, al legislador buscar la forma de proteger en mejor manera los derechos de los integrantes de la sociedad.

Indicó que el Centro de Servicios Administrativos de esos juzgados se encuentra tramitando el recurso de apelación interpuesto como subsidiario el de reposición que ya fue resuelto por ese despacho y donde se mantuvo la negativa de la concesión de la libertad condicional impetrada, por lo que se remitirán al juzgado de conocimiento las diligencias para lo pertinente.

Consideró que no se ha vulnerado derecho fundamental al accionante, a quien se le ha garantizado  el debido proceso, el derecho a la defensa y contradicción y en tal virtud, solicitó que se niegue el amparo por improcedente (Fl. 14). 
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción constitucional, de acuerdo a lo establecido en los Decreto 1382 de 2000 y 1983 de 2017, que señalan  que cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial le será repartida al respectivo superior funcional del accionado, que en este caso viene a ser esta Colegiatura.

4.2. Problema jurídico
Corresponde a esta Sala determinar si las autoridades judiciales accionada y vinculada vulneraron los derechos fundamentales invocados por el señor Óscar Eduardo Uribe López.
4.3. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acción u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.   Por ello se ha sostenido que la tutela es subsidiaria, en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e informal, porque se tramitan por esta vía las violaciones o amenazas de los derechos fundamentales que dada su evidencia y simplicidad no requieren la confrontación propia de un proceso ante la justicia ordinaria. Debe agregarse además, que la tutela, está destinada a proteger situaciones individuales frente a aquellas actuaciones u omisiones que constituyan una efectiva amenaza u ofensa concreta frente a una persona determinada,  tal y como lo ha expuesto la Corte Constitucional así: 

“…también se concibe como una medida judicial subsidiaria y residual, en tanto que sólo procede en ausencia de otros mecanismos de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable y mientras se puede acudir a las acciones y recursos ordinarios. Por lo mismo es claro que el constituyente no consagró con la tutela una vía procesal alternativa o paralela a las comunes para hacer valer los derechos, de manera que únicamente podrá utilizarse la figura en cuanto el interesado carezca de otra vía procesal para defender un derecho fundamental, y sólo esta clase de derechos…”
 

4.4.  Con respecto al principio de subsidiariedad como requisito de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, en la Sentencia T-396 2014 la Corte Constitucional reiteró que el inciso 3° del artículo 86 de la Constitución Política[30] y el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991[31], revisten a la acción de tutela de un carácter subsidiario por cuanto solo es procedente cuando no se dispone de otro medio de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Vale señalar que los medios de defensa judiciales deben ser valorados en cuanto a su idoneidad y eficacia, respecto a las circunstancias en que se encuentre el solicitante. Al respecto, dijo lo siguiente:
 

“El carácter subsidiario de la acción de tutela contra providencias judiciales ha sido señalado por la Corte desde sus primeros pronunciamientos en la materia. Así, en la sentencia C-543 de 1992, se sostuvo que “tan sólo resulta procedente instaurar la acción en subsidio o a falta de instrumento constitucional o legal diferente, susceptible de ser alegado ante los jueces, esto es, cuando el afectado no disponga de otro medio judicial para su defensa, a no ser que busque evitar un perjuicio irremediable (…) Luego no es propio de la acción de tutela el sentido de medio o procedimiento llamado a reemplazar los procesos ordinarios o especiales, ni el de ordenamiento sustitutivo en cuanto a la fijación de los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni el de instancia adicional a las existentes, ya que el propósito específico de su consagración, expresamente definido en el artículo 86 de la Carta, no es otro que el de brindar a la persona protección efectiva, actual y supletoria en orden a la garantía de sus derechos constitucionales fundamentales(…) tratándose de instrumentos dirigidos a la preservación de los derechos, el medio judicial por excelencia es el proceso…” Decisión que, entre otras, fue reiterada en la sentencia SU-622 de 2001 y posteriormente en la sentencia C-590 de 2005, donde se señaló que la acción de tutela es un medio de defensa judicial subsidiario y residual, y que las acciones judiciales ordinarias constituyen supuestos de reconocimiento y respeto de los derechos fundamentales.”
4.5.   DEL CASO EN CONCRETO

4.5.1. En el sub examine, se advierte que el señor Óscar Eduardo Uribe López acudió al juez constitucional con el fin de que se amparen sus derechos fundamentales al debido proceso, igualdad y libertad, los que considera vulnerados ante la negativa por parte del Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad a concederle el beneficio de la libertad condicional, del cual se encuentran gozando otros compañeros de la causa por la cual fueron condenados por el delito de concierto para delinquir agravado con fines de tráfico de estupefacientes
4.5.2. Del escrito introductorio de la demanda de tutela y de las respuestas ofrecidas a la misma, se observa que el juez ejecutor accionado mediante auto No.188  del 29 de enero de 2018 negó al señor Uribe López la libertad condicional, luego de analizar que el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira al momento de proferir la sentencia condenatoria en contra del accionante y otros, señaló:  “No sobra advertir que atendiendo la naturaleza de la organización delincuencial al que pertenecen, y el delito que desplegaban, el comportamiento atribuido resulta en extremo grave, en la medida que con tal acción necesariamente estaba (sic) contribuyen con las organizaciones criminales al margen de la ley que se dedican a la comercialización y venta de estupefacientes, denotando con ello que poco o nada le importan las graves y nefastas consecuencias que el flagelo  de los estupefacientes representa para la sociedad, y en especial para la comunidad frente a la que desarrollar su labor”.   Consecuente con lo anterior, concluyó: “La gravedad de la conducta punible por la cual se condenó a Oscar Eduardo Uribe López, en nada favorecen para los efectos de acceder a la libertad condicional, aun cuando haya cumplido el requisito objetivo de la buena conducta en el sitio de reclusión, así como el objetivo de las tres quintas partes de la pena porque recuérdese que los requisitos contenidos en la norma que se viene examinando, son concurrentes y no excluyente4s, es decir, se requiere que se satisfagan” (Fl. 5 vuelto)

4.5.3.  Ahora bien, con respecto a los escritos que tienen como referencia “recurso de apelación” con fechas del 31 de enero y 5 de febrero de 2018, allegados por el accionante (Fls. 3 y 4), el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad afirmó que por parte del Centro de Servicios Judiciales se estaban adelantando las diligencias relacionadas con el trámite de tal recurso, lo que significa que la decisión del 29 de enero de 2018 antes aludida, no se encuentra en firme.

4.5.4. Significa lo anterior, que el asunto puesto en conocimiento por el señor Uribe López se encuentra en curso, por lo que cualquier solicitud de protección de garantías fundamentales debe hacerse exclusivamente en la fase de ejecución de penas y no en otro escenario, porque de lo contrario todas las decisiones o actuaciones provisionales que allí se tomen estarían siempre sometidas a la eventual revisión de un juez ajeno a ella, como si se tratara de una instancia superior adicional a las previstas para el normal desenvolvimiento de los procesos judiciales.  En ese sentido, la Corte Constitucional en la Sentencia SU-026 de 2012, señaló lo siguiente: 

“Es necesario resaltar que la acción de tutela no es, en principio, el instrumento judicial adecuado para solicitar la protección de los derechos que eventualmente sean lesionados en el trámite de un proceso judicial, pues el ordenamiento jurídico ha diseñado para este efecto la estructura de órganos de la rama judicial, estableciendo un modelo jerárquico cuyo movimiento se activa a partir de la utilización de una serie de mecanismos judiciales que buscan garantizar la corrección de las providencias judiciales”.

 “(…) a la acción de tutela no puede admitírsele, bajo ningún motivo, como un medio judicial alternativo, adicional o complementario de los establecidos por la ley para la defensa de los derechos, pues con ella no se busca reemplazar los procesos ordinarios o especiales y, menos aún, desconocer los mecanismos dispuestos en estos procesos para controvertir las decisiones que se adopten”.
4.5.5. Indica el precedente anterior que en el ejercicio autónomo e independiente de las funciones que les señalan la Constitución y la ley, el juez de tutela no puede desbordar sus atribuciones para interferir en las labores propias de otras jurisdicciones, por lo tanto, la demanda de amparo resulta improcedente por cuanto no constituye un mecanismo adicional ni alternativo a los consagrados en la legislación ordinaria; por el contrario, se trata de un instrumento residual, preferente y sumario para la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales ante su vulneración o una amenaza inminente y que para el caso particular, no puede ser concebida como un procedimiento paralelo del medio judicial ordinario penal previsto en la ley.  En relación a este asunto, la Corte Constitucional ha establecido lo siguiente: 

“La acción de tutela  no es procedente frente a procesos en trámite o ya extinguidos en los cuales el ordenamiento jurídico tiene establecido medios de defensa judiciales idóneos y eficaces para asegurar la protección de los derechos y las garantías fundamentales, pues en el evento de desconocer esta situación, se estaría quebrantando el mandato del artículo 86 superior y desnaturalizando la figura de la acción de tutela.
” (Subrayas nuestras)

4.5.6. De acuerdo a las premisas constitucionales, de admitirse las pretensiones del accionante, sería desconocer los principios que rigen la actividad de los jueces ordinarios de independencia y sujeción exclusiva a la ley previstos en los artículos 228 y 230 de la Carta Política, así como  los del juez natural y las formas propias del juicio penal contenidos en el artículo 29 de la Norma Superior. Al respecto, son varias los pronunciamientos en los que la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal, Sala de Decisión de tutelas
 donde se  ha reiterado que al juez de tutela no le es permitido intervenir en “procesos en curso”, tal como indicó en el radicado No.78113 STP2276-2015 del 5 de marzo de 2015,  M.P. Dra. María del Rosario González Muñoz, así:

“Por tanto, la controversia no puede ser resuelta mediante la acción de tutela, en atención a su carácter residual y subsidiario. Al contrario, los reproches expuestos en el libelo inicial corresponden a tópicos que deben alegarse y definirse dentro del proceso, mediante la aplicación e interpretación normativa por parte del funcionario natural.

Ha sido criterio definido y reiterado de la Sala de Casación Penal de la Corte que no es procedente acudir a la solicitud de protección constitucional para intervenir dentro de procesos en curso, no sólo por cuanto ello desconoce la independencia de que están revestidas las autoridades judiciales para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró la acción de amparo como mecanismo residual de defensa de los derechos superiores, mas no para su declaración.

Las críticas puestas de presente constituyen un aspecto ajeno al ámbito de injerencia del juez de tutela, que se limita a ejercer un control constitucional, pero de ninguna manera extensivo al acierto de las instancias, pues la acción de amparo ha sido instituida para garantizar la indemnidad de los derechos fundamentales, pero no constituye una instancia adicional o paralela a la de las autoridades competentes.

En el asunto bajo examen, la actuación penal se encuentra en trámite. Es en ese escenario procesal, ante el funcionario natural, donde debe la parte actora, por sí misma o a través de su apoderado, presentar las solicitudes encaminadas a remediar cualquier situación que estime desconocedora de sus garantías; sin que el juez constitucional deba interferir en ese asunto porque, se recalca, el proceso está en curso.” (Subrayas propias) 

4.5.7.  Por lo tanto se concluye, que el actor tiene a su disposición otro medio de defensa idóneo para hacer valer sus garantías constitucionales que impide la intervención del juez de tutela, por lo que la tutela invocada se torna improcedente, en los términos previstos por el  numeral 1° del artículo 6°, del Decreto 2591 de 1991.  Además, en este asunto en particular no se advierte que el accionante se encuentre frente a un daño grave e irreparable de sus derechos fundamentales del accionante como para que proceda el amparo de manera transitoria, toda vez que de los elementos materiales probatorios obrantes en la foliatura, no se puede deducir alguna de las características de un perjuicio de irremediable que según la jurisprudencia de la Corte Constitucional son esencialmente cuatro, a saber: “(i) la inminencia del daño, (i) la gravedad del mismo, (iii) la urgencia de las medidas de protección y (iv) la impostergabilidad de la intervención del juez.”
 
Los precedentes razonamientos llevan a esta Sala a concluir que el amparo constitucional demandado es improcedente.

De todos modos, esta Sala advertirá al Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad que verifique que el recurso de apelación interpuesto por el señor Oscar Eduardo Uribe López en contra del auto No.188 del 29 de enero de 2018 emitido por ese despacho, sea efectivamente remitido al juzgado que adoptó el fallo de primera instancia.  

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución.  

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela incoada por el  ciudadano Óscar Eduardo Uribe López en contra del Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad y como vinculado el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado, ampos de Pereira. 
SEGUNDO: ADVERTIR al Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad que verifique que el recurso de apelación que interpuso el señor Oscar Eduardo Uribe López en contra del auto No.188 del 29 de enero de 2018 sea efectivamente remitido al juzgado que conoció el proceso en primera instancia.  

TERCERO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Corte Constitucional. Sentencia T -254 de 1993 


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sent. T-1343/01|


� Ver también los radicados T-45900/10, T-53421/11  y T-70719/13


� Sentencia  T- 225 de 1993. Ver también, entre muchas otras, las Sentencias T-403 de 1994, T-485 de1994,  T- 015 de 1995, T-050 de 1996, T-576 de 1998, T-468  1999, SU-879 de 2000, T-383 de 2001 y T-1316 de 2001.
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